
Recomendación 1418 (1999), adoptada por la Asamblea Parlamentaria del Consejo de 
Europa el 25 de junio de 1999 (24ª Sesión).  

Véase el Doc. 8241, informe del Comité de Asuntos Sociales, de Salud y Familia (ponente: 
Mrs. Gatterer) y el Doc. 8454, opinión del Comité de Asuntos Jurídicos y Derechos 
Humanos (ponente: Mr. McNamara). 

La vocación del Consejo de Europa es proteger la dignidad de todos los seres humanos y 
los derechos que nacen de ella. El progreso médico, que hoy hace posible curar 
enfermedades hasta ahora intratables, el avance de la técnica y el desarrollo de los 
sistemas de resucitación, que hacen posible prolongar la vida de una persona, retrasan el 
momento de la muerte. En consecuencia, con frecuencia se ignora la calidad de vida de los 
enfermos terminales, la soledad a la que se ven sometidos, su sufrimiento, el de sus 
familiares y el del personal sanitario que los trata. En 1976, en su resolución 613, la 
Asamblea declaró que estaba “convencida de que lo que los enfermos terminales quieren 
es, principalmente, morir en paz y dignidad, con el apoyo y la compañía, si es posible, de su 
familia y amigos”. La Recomendación 779 añadió que “prolongar la vida no debe ser, en sí 
mismo, el fin exclusivo de la práctica médica, que debe preocuparse igualmente por el alivio 
del sufrimiento”. Más tarde, la Convención Europea para la Protección de los Derechos 
Humanos y la Dignidad del Ser Humano en relación con la Aplicación de la Biología y la 
Medicina ha sentado principios importantes y afirmado el camino, aun cuando no se refiera 
explícitamente a las necesidades específicas de los enfermos terminales o moribundos. La 
obligación de respetar y proteger la dignidad de estas personas deriva de la inviolabilidad 
de la dignidad humana en todas las etapas de la vida. El respeto y protección encuentra su 
expresión en proporcionar un medio adecuado que permita al ser humano morir con 
dignidad. Esta tarea debe llevarse a cabo especialmente en beneficio de las miembros más 
vulnerables de la sociedad, tal y como demuestran muchas experiencias de sufrimiento del 
presente y del pasado más próximo. De la misma forma que el ser humano comienza su 
vida en la debilidad y la dependencia, necesita protección y apoyo al morir. Los derechos 
fundamentales que derivan de la dignidad del paciente terminal o moribundo se ven 
amenazados por diversos factores: 

I. Las dificultades de acceso a los cuidados paliativos y un buen manejo del dolor. 

II. La frecuente falta de tratamiento del sufrimiento físico y de las necesidades psicológicas, 
sociales y espirituales. 

III. La prolongación artificial del proceso de muerte, ya por el uso desproporcionado de 
medios técnicos, ya por la continuación del tratamiento sin consentimiento del paciente. 

IV. La falta de formación continuada y apoyo psicológico a los profesionales sanitarios que 
trabajan en medicina paliativa. 

V. La insuficiencia de apoyo y asistencia a los familiares y amigos de los pacientes, que 
también puede aumentar el sufrimiento humano en sus distintas dimensiones. 

VI. El temor de los pacientes a perder el control sobre sí mismos y convertirse en una 
carga, en seres dependientes por completo de sus familiares o de instituciones. 

VII. La carencia o inadecuación de un entorno social e institucional en el que uno pueda 
separarse para siempre de sus familiares y amigos en paz. 

VIII. La insuficiente asignación de financiación y recursos para la asistencia y apoyo de los 
enfermos terminales o moribundos. 

IX. La discriminación social del fenómeno de la debilidad, el morir y la muerte. 

La Asamblea insta a los Estados miembros a que su Derecho interno incorpore la 
protección legal y social necesaria contra estas amenazas y temores que el enfermo 
terminal o moribundo afronta, y en particular sobre: 



I. El morir sometido a síntomas insoportables (por ejemplo, dolor, ahogo, etc.). 

II. La prolongación del proceso de la muerte contra la voluntad del enfermo terminal. 

III. El morir en el aislamiento social y la degeneración. 

IV. El morir bajo el temor de ser una carga social. 

V. Las restricciones a los medios de soporte vital por razones económicas. 

VI. La falta de fondos y recursos materiales para la asistencia adecuada del enfermo 
terminal o moribundo. 

Por tanto, la Asamblea recomienda que el Comité de Ministros inste a los Estados 
miembros del Consejo e Europa a respetar y proteger la dignidad de los enfermos 
terminales o moribundos en todos los aspectos: 

A. Afirmando y protegiendo el derecho de los enfermos terminales o moribundos a los 
cuidados paliativos integrales, de modo que se adopten las medidas necesarias para: 

I. Asegurar que los cuidados paliativos son un derecho legal e individual en todos los 
Estados miembros. 

II. Proporcionar un acceso equitativo a los cuidados paliativos a todas las personas 
moribundas o en fase terminal. 

III. Garantizar que los familiares y amigos son animados a acompañar al enfermo terminal o 
moribundo y reciben un apoyo profesional en tal empeño. Si la familia y/o las asociaciones 
de cualquier tipo resultan ser insuficientes o limitadas, se deben facilitar métodos 
alternativos o complementarios de asistencia médica. 

IV. Contar con organizaciones y equipos de asistencia ambulatoria, que aseguren la 
asistencia paliativa a domicilio en los casos en que esté indicada. 

V. Asegurar la cooperación entre todas las personas y profesionales implicados en la 
asistencia del moribundo o la persona en fase terminal. 

VI. Garantizar el desarrollo y mejora de los estándares de calidad en los cuidados del 
enfermo terminal o moribundo. 

VII. Asegurar que la persona en fase terminal o moribunda recibirá un adecuado tratamiento 
del dolor (a menos que el interesado se niegue) y cuidados paliativos, incluso si tal 
tratamiento tiene como efecto secundario el acortamiento de la vida. 

VIII. Garantizar que los profesionales sanitarios reciben formación para proporcionar una 
asistencia médica, de enfermería y psicológica a cualquier enfermo terminal o moribundo, 
en el seno de un equipo coordinado y según los estándares más altos posibles. 

IX. Crear e impulsar centros de investigación, enseñanza y capacitación en los campos de 
la medicina y los cuidados paliativos, así como en tanatología interdisciplinar. 

X. Garantizar que al menos los grandes hospitales cuentan con unidades especializadas en 
cuidados paliativos y hospicios, en los que la medicina paliativa pueda desarrollarse como 
parte integral del tratamiento médico. 

XI. Asegurar que la medicina y los cuidados paliativos se asientan en la conciencia pública 
como un objetivo importante de la medicina. 

B. Protegiendo el derecho de las personas en fase terminal o moribundas a la 
autodeterminación, al tiempo que se adoptan las medidas necesarias para: 

XII. Dar eficacia al derecho de la persona en fase terminal o moribunda a una información 
veraz y completa, pero proporcionada con compasión, sobre su estado de salud, 
respetando, en su caso, el deseo del paciente a no ser informado. 



XIII. Hacer posible que el enfermo terminal o la persona moribunda pueda consultar a otro 
médico distinto del que le atiende habitualmente. 

XIV. Garantizar que ningún enfermo terminal o persona moribunda sea tratada contra su 
voluntad y que en esta materia no actúa bajo la influencia o presión de un tercero. Además, 
se debe garantizar que su voluntad no se configura bajo presiones económicas. 

XV. Asegurar que se respertará el rechazo a un tratamiento específico recogido en las 
directivas avanzadas o testamento vital de un enfermo terminal o persona moribunda serán 
respetadas. Por otra parte, se deben definir criterios de validez sobre la coherencia de tales 
directivas avanzadas, así como sobre la delegación en personas próximas y el alcance de 
su autoridad para decidir en lugar del enfermo. También se debe garantizar que las 
decisiones de las personas próximas que se subrrogan en la voluntad del paciente -que 
habrán de estar basadas en los deseos expresados con anterioridad por el paciente o en 
presunciones sobre su voluntad-, se adoptan sólo si el paciente implicado en esa situación 
no ha formulado deseos expresamente o si no hay una voluntad reconocible. En este 
contexto, siempre debe haber una conexión clara con los deseos expresados por la 
persona en cuestión en un periodo de tiempo cercano al momento en que se adopte la 
decisión -deseos referidos específicamente al morir-, y en condiciones adecuadas, es decir, 
en ausencia de presiones o incapacidad mental. Se debe asimismo garantizar que no serán 
admisibles las decisiones subrrogadas que se basen en los juicios de valor generales 
imperantes en la sociedad, y que, en caso de duda, la decisión se inclinará siempre por la 
vida y su prolongación. 

XVI. Garantizar que -no obstante la responsabilidad última del médico en materia 
terapéutica- se tienen en cuenta los deseos expresados por un enfermo terminal o persona 
moribunda en relación con formas particulares de tratamiento, siempre que no atenten 
contra la dignidad humana. 

C. Respaldando la prohibición de poner fin a la vida intencionadamente de los enfermos 
terminales o las personas moribundas, al tiempo que se adoptan las medidas necesarias 
para: 

I. Reconocer que el derecho a la vida, especialmente en relación con los enfermos 
terminales o las personas moribundas, es garantizado por los Estados miembros, de 
acuerdo con el artículo 2 de la Convención Europea de Derechos Humanos, según la cual 
“nadie será privado de su vida intencionadamente...”. 

II. Reconocer que el deseo de morir no genera el derecho a morir a manos de un tercero. 

III. Reconocer que el deseo de morir de un enfermo terminal o una persona moribunda no 
puede, por sí mismo, constituir una justificación legal para acciones dirigidas a poner fin a 
su vida. 

 


